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Accionante:

Uner Augusto Becerra Largo.
Accionado: 

Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia Risaralda
Vinculado (s): 

Alcaldía y la Personería de esa localidad, Davivienda SA,  la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación, regionales de Risaralda y Cundinamarca.
Proceso:

Tutela

Magistrado Ponente:
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 


DEBIDO PROCESO JUDICIAL / ACCIÓN POPULAR / RELIQUIDACIÓN DE COSTAS / APLICACIÓN DEL ART 121 CGP / NO IMPUGNÓ / NO HAY DEFECTO SUSTANTIVO / NIEGA - En el caso presente, Javier Elías Arias Idárraga, dirige su reclamo, frente al Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, en esencia porque considera violatorio al debido proceso el proveído que rehízo y aprobó las costas procesales en la acción popular a la que aludió en el libelo.
(…)

Bien se puede entender, del escrito inicial, que el reproche del actor se origina de la interpretación que la funcionaria encartada ofreció en torno a la aplicación de las normas que rigen la condena, liquidación y aprobación de las costas procesales derivadas de una acción popular; para el efecto, recuérdese que, de acuerdo con el artículo 38 de la Ley 472 de 1998, el juez debe aplicar las normas de procedimiento civil relativas a las cosas. 

(…)

Así las cosas, para la Sala, a pesar de las explicaciones que blande el accionante, no hay criterios constitucionales que permitan deducir el resquebrajamiento de los derechos fundamentales invocados. En efecto, lo que se discute, como viene de verse, es que dentro de la acción popular que se adelantó ante el juzgado accionado, con auto del 7 de diciembre de 2017 (pag. 219, cd. 7 vto), el funcionario dispuso rehacer la liquidación de costas presentada por la secretaría y fijar las agencias en derecho en la suma de $200.000.oo, ello con fundamento en el numeral 3 del artículo ya mencionado del CGP que dispone “La liquidación incluirá el valor de los honorarios de auxiliares de la justicia, los demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada con la condena, siempre que aparezcan comprobados, hayan sido útiles y correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las agencias en derecho que fije el magistrado sustanciador o el juez, aunque se litigue sin apoderado”.
(…)

No se olvide, adicionalmente, que la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial; al contrario, su alcance es restringido y, por ello, se insiste, no permite cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella sea tan absurda o antojadiza, que desborde la lógica, o cercene una evidente oportunidad procesal, situaciones que no acontecen, según viene de verse, en el presente asunto. 

Lo expuesto permite concluir que la posición del juzgado no es producto de una descabellada e irregular posición jurídica que deba removerse por esta especial senda, con lo cual, el amparo se negará. 

Ahora, para la sala es se torna improcedente este trámite en lo que toca con la solicitud de que se le conceda la alzada, toda vez que frente a la negativa impartida por el funcionario accionado en tal sentido, el accionante omitió el recurso de reposición que, como mínimo, tenía a su disposición para controvertir ante el juez natural lo que por esta acción pretende.

Por esa misma senda viene la improcedencia que se declarará en lo que atañe con la solicitud de información sobre la aplicación del artículo 121 del CGP, toda vez que no acreditó el actor que hubiese elevado una solicitud en ese sentido ante el juez que ahora demanda, sin que le sea dable al juez constitucional intervenir cuando lo pedido en la acción de tutela, nunca ha sido puesto a consideración del juez de conocimiento.
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Acta N° 121 de abril 23 de 2018
  



Decide la Sala la acción de tutela que Javier Elías Arias Idárraga promueve contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados la Alcaldía, la Personería y Coomeva EPS  de esa localidad, así como la Procuraduría General del Nación y la Defensoría del Pueblo regionales de Risaralda. 

ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, demanda al Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, en procura de  la protección de los derechos que señala como “art 13, 23, 83 CN, ley 472/98” que estima lesionados por cuanto en la acción popular “2015-160” “el tutelado se niega a liquidar costas probadas”. 
Solicitó, en consecuencia, ordenar al Juzgado “liquidar y aprobar costas probadas, pues gasté dinero al estar al pendiente de la renuente acción y estos son gastos necesarios y el tutelado no es parte y no puede objetarlas y se informe por el tutelado por qué nunca aplica art. 121 CGP, se ordene al tutelado conceder alzada, frente al auto que que liquida agencias en derecho, sin valorar mis costas procesales”.




Se dispuso el trámite respectivo ordenando las referidas vinculaciones y se solicitó del juzgado la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para desenlazar esta acción de tutela.




El despacho encartado, remitió lo pertinente y adicionalmente se opuso a la prosperidad de la acción, pues con suficiente ilustración le expuso al accionante el fundamento para la liquidación de costas que fueron aprobadas en el proceso. 

    


El procurador regional de Risaralda, manifestó que la intervención de la agencia está orientada, como órgano de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos.
CONSIDERACIONES

Por sabido se tiene que la acción de tutela es un mecanismo breve y sumario que le permite a toda persona acudir al auxilio de un juez para que le proteja sus derechos fundamentales, si ellos se ven vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad y, en ciertos eventos, de un particular (art. 86 CN). 

En el caso presente, Javier Elías Arias Idárraga, dirige su reclamo, frente al Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, en esencia porque considera violatorio al debido proceso el proveído que rehízo y aprobó las costas procesales en la acción popular a la que aludió en el libelo. 

   
  


Para resolver lo que es motivo de disenso , recuérdese que reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, esta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
  



Aquellos presupuestos generales se satisfacen, como quiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; se agotó el recurso de ley frente al proveído que rehízo y aprobó la respectiva liquidación de costas; se cumple el principio de inmediatez; si se advirtiera la irregularidad que le achaca la demandante al funcionario demandado influiría en la decisión que se reprocha y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela. 

   



Es viable, en consecuencia analizar si se da alguno de los supuestos especiales, concretamente, si se pudo configurar un defecto sustantivo sobre el cual se precisa que
 …tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible en caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene.”
  



Bien se puede entender, del escrito inicial, que el reproche del actor se origina de la interpretación que la funcionaria encartada ofreció en torno a la aplicación de las normas que rigen la condena, liquidación y aprobación de las costas procesales derivadas de una acción popular; para el efecto, recuérdese que, de acuerdo con el artículo 38 de la Ley 472 de 1998, el juez debe aplicar las normas de procedimiento civil relativas a las cosas. 




 
Por la remisión normativa enunciada en el citado canon, se tiene que, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 366 del CGP:

Las costas y agencias en derecho serán liquidadas de manera concentrada en el juzgado que haya conocido del proceso en primera o única instancia, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que le ponga fin al proceso o notificado el auto de obedecimiento a lo dispuesto por el superior, con sujeción a las siguientes reglas:

1. El secretario hará la liquidación y corresponderá al juez aprobarla o rehacerla. (Resalta la Sala)
Así las cosas, para la Sala, a pesar de las explicaciones que blande el accionante, no hay criterios constitucionales que permitan deducir el resquebrajamiento de los derechos fundamentales invocados. En efecto, lo que se discute, como viene de verse, es que dentro de la acción popular que se adelantó ante el juzgado accionado, con auto del 7 de diciembre de 2017 (pag. 219, cd. 7 vto), el funcionario dispuso rehacer la liquidación de costas presentada por la secretaría y fijar las agencias en derecho en la suma de $200.000.oo, ello con fundamento en el numeral 3 del artículo ya mencionado del CGP que dispone “La liquidación incluirá el valor de los honorarios de auxiliares de la justicia, los demás gastos judiciales hechos por la parte beneficiada con la condena, siempre que aparezcan comprobados, hayan sido útiles y correspondan a actuaciones autorizadas por la ley, y las agencias en derecho que fije el magistrado sustanciador o el juez, aunque se litigue sin apoderado”. 




Norma frente a la cual presentó la siguiente disertación acorde a lo sucedido durante el proceso:
“De la mencionada norma, podemos concluir, que para que un gasto pueda ser incluido en la liquidación de existas 'debe cumplir con cuatro requisitos, a saben i) Que sea un gasto judicial; ii) que el gasto este comprobado; iii) que el gasto hubiese sido útil; y iv) que sea una actuación autorizada por la ley.

En el asunto bajo estudio, se tiene que el accionante presenta copia de los recibos de gastos de combustible en todos los procesos, adicional a esto, se observa sin tener que realizar mayor esfuerzo que se trata de una copia mecanizada que se le realizó al recibo para ser allegado y hacerlo efectivo en cada uno de los procesos activos en este despacho, donde coincide el número de la orden de servido o factura de venta, el valor y el lugar de compra; como se deriva de la lectura dicho articulado, efectivamente se puede evidenciar que los gastos de gasolina solicitados por el actor popular, no fueron útiles en el trámite de la acción, en virtud a que la labor útil desarrollada por el accionante, se limitó a la simple presentación de la acción popular, y a la presentación de peticiones injustificadas e inútiles que solamente retrasan el normal desarrollo del rito procesal, congestionando el despacho judicial; de igual manera se provee que tampoco fue para agotar diligencias autorizadas por la ley, ni originados con ocasión al proceso, ni se hallaron necesarios, ni mucho menos justificados para el adelantamiento del mismo, ya que no asistió a ninguna de las audiencias programadas por este despacho; así mismo, no existe criterio de razonabilidad, con respecto los gastos que el actor popular aporta, máxime cuando no se conoce las distancias de los recorridos realizados, ya que no existe prueba alguna del domicilio del accionante, para calcular los posibles costos, entre su domicilio y el Juzgado. Es así que en este caso brillan por su ausencia los requisitos exigidos por la norma, para poder incluir “los gastos del presente proceso”, que corresponde al valor de los recibos presentados por el accionante por la vigilancia de sus acciones populares, en consecuencia, procede el Despacho entonces, a rehacer la Liquidación de costas de este proceso, a que fue condenado COOMEVA EPS, La Virginia – Risaralda, a favor del demandante…” 




Con similares argumentos, despachó desfavorablemente el recurso de reposición interpuesto contra aquel proveído (pag. 235, cd. f. 7vto). 




Así las cosas, es evidente que esas resoluciones, por sí solas, no alcanzan a trasgredir los derechos de aquel, porque la intelección que al asunto le dio la funcionaria de la causa, por más discutible que le parezca al accionante, y aun si pudiera admitir otras posiciones, no lleva inserta tal vulneración, que es lo que por esta vía se puede proteger. Apoyada en fundamentos de orden legal y con el criterio que sobre el asunto estimó aplicable, precedida de argumentos en torno a la carga que le incumbe al interesado, nada de arbitrario o antojadizo se advierte en su decisión, con lo que al juez de tutela le está vedado intervenir, pues tiene dicho sobre el particular la jurisprudencia
 que:

“Sólo las actuaciones judiciales que realmente contengan una decisión arbitraria, con evidente, directa e importante repercusión en el proceso, en perjuicio de los derechos fundamentales, pueden ser susceptibles de ataque en sede constitucional. No así las decisiones que estén sustentadas en un determinado criterio jurídico, que pueda ser admisible a la luz del ordenamiento, o interpretación de las normas aplicables, pues de lo contrario se estaría atentando contra el principio de la autonomía judicial. Debe tenerse en consideración que el juez, al aplicar la ley, ha de fijar el alcance de la misma, es decir, darle un sentido frente al caso. La tarea interpretativa es, por ello, elemento propio de la actividad judicial requerida siempre, a menos que la disposición tenga un único y exclusivo entendimiento, lo cual no solo es infrecuente sino extraordinario.

[...]La vía de hecho -excepcional, como se ha dicho- no puede configurarse sino a partir de una ruptura flagrante, ostensible y grave de la normatividad constitucional o legal que rige en la materia a la que se refiere el fallo. Por tanto, mientras se apliquen las disposiciones pertinentes, independientemente de si otros jueces comparten o no la interpretación acogida por el fallador, no existe la vía de hecho...”
No se olvide, adicionalmente, que la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial; al contrario, su alcance es restringido y, por ello, se insiste, no permite cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella sea tan absurda o antojadiza, que desborde la lógica, o cercene una evidente oportunidad procesal, situaciones que no acontecen, según viene de verse, en el presente asunto. 

Lo expuesto permite concluir que la posición del juzgado no es producto de una descabellada e irregular posición jurídica que deba removerse por esta especial senda, con lo cual, el amparo se negará. 


  


Ahora, para la sala es se torna improcedente este trámite en lo que toca con la solicitud de que se le conceda la alzada, toda vez que frente a la negativa impartida por el funcionario accionado en tal sentido, el accionante omitió el recurso de reposición que, como mínimo, tenía a su disposición para controvertir ante el juez natural lo que por esta acción pretende.





Por esa misma senda viene la improcedencia que se declarará en lo que atañe con la solicitud de información sobre la aplicación del artículo 121 del CGP, toda vez que no acreditó el actor que hubiese elevado una solicitud en ese sentido ante el juez que ahora demanda, sin que le sea dable al juez constitucional intervenir cuando lo pedido en la acción de tutela, nunca ha sido puesto a consideración del juez de conocimiento.

  


   
Se absolverá a los demás vinculados por no hallarse de su parte vulneración alguna de los derechos invocados.

DECISIÓN

  


  
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, en relación con el aviso a la comunidad impetrado. 
  



Se declara IMPROCEDENTE respecto de las restantes pretensiones. 
 



Se absuelve a los demás intervinientes.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA 

� Sentencia C-543-92


�  Sentencia SU-172 de 2015


� Sentencia T-388/06
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